Radicación: 66400 31 89 001 2019 00174 01

Accionante: Samuel García Díaz 

Accionado: Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia    

Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / SUBSIDIARIEDAD / PREVIAMENTE DEBEN AGOTARSE LOS MEDIOS DE DEFENSA DENTRO DEL PROCESO EN CURSO.
El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

… Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el interesado para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez de tutela. (…)
… es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional, a fin de unificar criterios, ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente…
… es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraodinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente.  

En ese orden de ideas, es plausible afirmar que evidentemente el escenario idóneo con el que contaba el accionante para lograr la protección de sus derechos fundamentales era el del proceso, actuación en la que se le delegó a un Juez de la república especializado en ese tipo de asuntos la potestad de estudiar si le asistía razón al hoy accionante…
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ASUNTO:
Se pronuncia esta Sala de Decisión en torno a la impugnación promovida por parte del señor SAMUEL GARCÍA DÍAZ, accionante dentro del presente asunto, en contra de la sentencia de tutela por medio de la cual el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia negó por improcedente las pretensiones invocadas en la acción de tutela instaurada en contra del JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE LA VIRGINIA y la FISCALÍA 44 LOCAL DE ESA LOCALIDAD. 
ANTECEDENTES:

Contó el accionante que con la señora Julieth Milena Cardona López procrearon a la menor Hanna Dakota García Cardona, de 7 años de edad, y que posteriormente su ex pareja se trasladó desde la ciudad de Bucaramanga, en donde vivían, para el municipio de La Virginia. 

Refirió que nunca se llevó a cabo audiencia de conciliación con la aludida ciudadana, tendiente a acordar lo relativo a la custodia de la menor, ni tampoco se fijó alguna cuota alimentaria, pero a pesar de ello, Él ha sido objeto de hostigamientos y ha sido increpado por parte del Juzgado accionado para aceptar el pago de unas cuotas alimentarias sin satisfacer las exigencias de ley.   

Indicó que ha presentado derechos de petición ante la Fiscalía y el Juzgado, pero no ha sido protegido en sus derechos de petición y debido proceso. 

Por último, mencionó que en el mes de febrero de 2019 compareció a una audiencia de Formulación de Imputación ante el Juzgado demandado, y allí, pese a la no existencia de una audiencia de conciliación, lo coaccionaron para aceptar el pago de unos dineros. 

PRETENSIONES:

Con base en lo anterior, el accionante pidió que se deje sin efecto la aludida audiencia de formulación de imputación celebrada el 25 de febrero de 2019.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 9 de noviembre de 2019, mediante el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Fiscalía 44 Local de La Virginia, el Juzgado Promiscuo Municipal de esa misma localidad y la señora Yulieth Milena Cardona López, para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
Dentro del término de traslado, el titular del Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia presentó un escrito mediante el cual indicó que en ese Despacho cursaba un proceso penal en contra del aquí accionante; aclaró que la sentencia cuyos efectos se pretenden retrotraer fue aquella en que se tenía previsto dar inicio al juicio oral, pero tomó otro rumbo porque el apoderado del accionante, avalado claramente por este último, presentó arreglo conciliatorio.

Concluyó que no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante, y que además en este asunto no están acreditados los requisitos de procedibilidad de la tutela. 
La Fiscalía también se pronunció frente al asunto, argumentando que efectivamente allí se estaba adelantando una investigación penal en contra del señor Samuel García Díaz, la cual culminó con sentencia condenatoria de 32 meses, concediéndole al condenado la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

Aclaró que en el expediente de ese Despacho obra constancia de las infructuosas citaciones a conciliación intentadas por el ICBF, así como la existencia de un proceso de restablecimiento de derechos en contra de dicho ciudadano. De igual manera se intentó llevar a cabo una conciliación estando el asunto a instancias de esa Fiscalía, cosa que se le comunicó debidamente al señor Samuel García Díaz, pero él decidió no asistir, argumentando vivir en la ciudad de Bucaramanga.      
Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 22 de noviembre de 2019 declarar improcedente la acción de tutela, toda vez que el proceso penal es el escenario idóneo para hacer valer sus derechos. 

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, el accionante presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó; en dicho memorial pidió que se le ordene a la señora Julieth Milena Cardona López comparecer al Despacho a resolver una propuesta de pago. Además, indicó que a él no se le ha notificado el proferimiento de una sentencia condenatoria en su contra, por lo que se ser así, se le habría violado su derecho al debido proceso. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala establecer si los Despachos accionados vulneraron los derechos fundamentales del señor Samuel García Díaz en el devenir del proceso penal adelantado en su contra en su contra.
· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal específico y directo, tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el interesado para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez de tutela. 

De este modo se materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto. 
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

De igual manera, dijo ese Alto tribunal en la Sentencia SU-026 de 2012 que:
“Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. 

Igualmente, en la Sentencia SU-424 de 2012 señaló que: 

“(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten.”

Todo lo anterior encuentra su justificación en la necesidad de respetar los principios de autonomía judicial, del juez natural y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra actuaciones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia. 

“(…) No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto, la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”

Así las cosas, es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional, a fin de unificar criterios, ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:
Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Conforme viene de verse, es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraodinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente.  

En ese orden de ideas, es plausible afirmar que evidentemente el escenario idóneo con el que contaba el accionante para lograr la protección de sus derechos fundamentales era el del proceso, actuación en la que se le delegó a un Juez de la república especializado en ese tipo de asuntos la potestad de estudiar si le asistía razón al hoy accionante, en el sentido de que la actuación y en términos generales la investigación estaban viciados de nulidad, e incluso tenía la posibilidad de promover el recurso de apelación en contra de la sentencia mediante la cual se declaró su responsabilidad penal, siendo claro que para ese fin contaba con la asesoría de un profesional del derecho habilitado y capacitado para ello.
Sin embargo, vemos que cuando el aquí accionante conoció el sentido de la decisión adoptada por el Juzgado accionado, de proferir en su contra una sentencia de carácter condenatorio, decidió voluntariamente no interponer en contra de la misma el recurso de apelación con el cual contaba.
Ahora bien, debe aclararse que en el expediente obra información que permite corroborar que en las calendas del 24 de octubre de 2019 se profirió sentencia condenatoria en contra del señor Samuel García Díaz, tal y como se vislumbra en el acta de esa diligencia, la cual quedó en firme al haber sido notificada en estrados. Por otro lado, se precisa que si el actor se encuentra inconforme con lo allí acontecido, lo cierto es que la presente acción versaba sobre unos hechos completamente ajenos, de tal modo que no pueda esta Colegiatura resolver controversias relacionadas con aspectos que no fueron debatidos en el trámite de primera instancia. Quedando en manos del actor acudir a instancias del proceso a presentar sus inquietudes, y en caso de insistir en acudir a instancias de la acción de tutela por hechos sobrevinientes a la interposición de la presente, deberá acudir a un nuevo trámite tutelar.  
En ese orden de ideas, no le es dable al Juez de tutela revivir a través de este mecanismo etapas procesales que ya fenecieron, ni mucho menos fungir como una especie de instancia adicional para zanjar asuntos que por la falta de diligencia del interesado no sucedieron como se esperaba en las instancias ordinarias. 

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, resulta evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, de acuerdo con lo cual, se habrá de confirmar la sentencia de tutela impugnada.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por parte del señor SAMUEL GARCÍA DÍAZ en contra del JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE LA VIRGINIA, RISARALDA, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de la presente decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Corte Constitucional, sentencia T-211 de 2009, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial”
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